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IV

El Registrador de la Propiedad. en derensa de su nota 'informó: Que
los preceptos 1cgales y reglamentarios y la doctrina Jurisprudencia! cito.da
por la recurrente no alcanza. en su conJuoto, a desvirtuar el articulo 32
de la Ley Hipotecaria. que no es invoc~do pur ~quena. Que es indudable
que la adquisición que produjo la inscripción tercera de dúmlnio. y que
ahorn se pretende cancelar, S~ practicó con la afetción de las carg.,.1.s que

. suponen las anotacJOns de embargo letras ~ a laH (y por tanto. la C).
Pero no es menos cierto que tal afección está limitada pór la propia
naturaleza de las anotacíones de embargo. Que caducan a .Jos cuatro años
de su fecha. y sí dentro de su vigencia no se co:n-si~uió la {'TórTGg3
expresa de la anotación de referencia. prevista pord pr()pio artIculo 86
de la Ley Hipotecaria, no cabe ahora acogerse a una especie de prórroga
tácita o presunta, amparándose en la fecha de aquella para obtener una
prioridad qut: pudo haberse obtenido en tiempo y forma. Que no c,abe
duda que en la tramitación de todo este asiento se·ha ¡ncurtido en uria
acreditada falta de diligencia. Que el razonamiento de la recurrente
tendría validez si se estuviera en presencia de uná anotación de-embargo
vigente y no ante una anotación de embargo c3(juca(ja. Que hay que
seilalar lo declarado en la Resolución de 9 de novit:rnbre de 1955, que
sería injusto anular la inscripción del derecho éUyO titular se'-acogió a la
protecC"Íón registra!. en tiempo y forma. y está:la plena y acertada
convicción de Que su derecho se cncueritras3,lvag,uardado ¡1Or los
Tribunales, como proclama el artícLilo 1. párrafo :3:0 deja Ley Hipote­
caria.

V

El ilustrisimo Magistrado~Juez del Juzgado-dc Primera Instancia,
numero .1, de los de .Palma de Maliorca, informó: Qu~como .señalan,
entre otras las Resoluciones- de 9 de noviemhrede -1955_y Ice febrero
de .1960, la caducidad tiene un caractcr radical:_y 3utj,)m¡ítico que
extmgue por el mero transcurso del plazolegatel ,asicI'¡lo que nació con
vida limitada, de lo que se dcduce que la .a:notad~n de embargo
verificada en abril de 1985, al tiempo Que la re¡:;urr-énte se: persona en
!as, a~tuaei9nes ya no produce electo algunoip(lr lo. qucal constar
mscnta l:l 110ca a nombre del señor T oled<l.110 f\::f.0Yª~ tercero a todos los
etcctos, ilO es posible practicar nuevt¡ ¡lI\otación- dee~bargo en los
términos-interesados. de acucrtlo con lo determinaúo en 105 arttculos 2
y 17 de la Ley Hipotecaria.

VI

El Presidente del Tribunal Superior de J u.')!iua de las Islas bale3res­
confirmó la nota'del Registrador fundándose en el a.rtícúlo &6 de la Ley
Hip.otccaria y en las Resoluciones de la D¡tecclón General de los
Registros y del Notariado de 9 de noviembre de j 955 Y 1 de' febrero
de 1960.

VII

La Procuradora recurrente apeló el auto prc'sider:cial. manteniéndose
en sUs akgac;ones y ailadió; ~uc el auto objeto de apelación infringe 10
establecido en los artículos 3_, 33, 3-4 Y 38 ée la Ley Hipotecaria. El
principio Cc- fe pública regi$tral implica qne el tontenidoregistral se
presume exacto, de tal forma que el tercero queadql,1iereU.fldefecho lo
hace con la extensión y contenido con que aparece registrado; pero,
además. también significa dicho príncipio I..lue-el,é-Ontenidoregistral se
presume íntegro, de manera que el tercer adqUIrente pUede rechazar
cuanto no esté' inscrito en el Registro y plledaperjudicarle.. En el
presente caso, el seilor Toledo Moyá no ostentaclteqLil;silo de la buena
fe registral: 1.° Porque,·a la fecha de la supuesta adquisición dela finca,
en los asientos correspondientes del R('f,lstro aparecía que la finca
adquirida estaba af""ctada por la n:1otación preventiva de ernbargo: 2.°
Porque, a partir de la antes indicada fecha. el. adquirente quedó
subrogado en el lugar del deudor; 3.° Porque. después de la subasta y
antes de otorgarse la escritura de venta judicial, si hie.nseha prodUCido
la caducidad de la anotación prc\'l~nti\ a, no obstuntetodavia SIgue
vigente el embargo como traba impuesta sobre el ln.1U(ú;ble;4.0 Porque
segun los articulas citados y la reiterada jurisprudencia ·del Tribunal
Supremo y doctrina de la Dirección General d~ los Regislros y del
Notariado. el requisito dc la buena fe en el tercet,-'ad9uirente se requerirá
a la fccha de otorgarse el aclo o nc:goci0 de adquisición de-: que se trate.
En deJiniliva. sólo en el caso de que cl scilor Tol,;do nublera adquirido
una vez caducada la anotación preventiva de enlbargo, sería cuando le
sería aplicable el principio de fe públtca registral y, encQnsecuencf3, no
le pCljudkaría el embargo. al ser un tercero de. buerta fe~ Que se han
infringido los artículos 71 y 13 1~ 17 de la Ley Hipotec~ria y 143
Y 175-2.J del Reglamento Hipotecario, por la ",c;nC,ina rázóndc que si el
tercer adquirente verá extinguido su derecho y, en C-OriSC'cucncia,
procederá lrl cancelación de su inscripción de dominio. con mayor razón
debe procederse ahora a pral'ticar una nueva anolación preVentiva de
embargo en su dia trabado, al objeto de garantilar los derechos del
recurrente; y en segundo lugar, porque donde la Ley no distingue no

puede distinguirse por el intérprete de la norma, y en virtud de- lo
di"pucsto en la ley si procede la c:mcelación, con mayor motivo procede
l::l nueva anótacíón. Que tambien se han infringido los articulos 86 de
la Ley Hipotecaria y 199 Y 206-2.° del Rglamcnto, por la razón de que,
si la intención última dcllegisrndor fue protl.'ger al adquirente en subasta
.ludiciaL la circunstancia de que. con posterioridad a dicha subasta, se
h;:¡ya producido la caducidad de la anotación. ello no debe dcsvirttlar la
intención del lcgisl<\dor de que la anotn('Íón durará hasta que se mandare
alzar el emb¡,¡rgo o se enajenase la finca anotada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos las Resoluciones de 18 de septiembre de 1987 y I1 de julio
de 1989.

l. En el supuesto del presente recurso se pretende el despacho de
un mandamiento judicial presentado en el Registro el día 16 de
noviembre de 1989. en el cual se ordena tomar anotación preventiva del
cmbargo tra'bado sobre determinado bien que figura ya inscrito a favor
de persona. distinta del embargado, habida cuenta que: dicho embargo
estuvo reflejado anteriormente en el RegIstró a través de una anotación
preventiva letra «O), extendida el 2 de abril de 1985, y que el titular
registral· actual había adquirido su derecho del embargado el 30 de
septiembre de 1986 (inscnbiéndolo a su favor el 4 de marzo de 1987).

2. No puooeaccedersc al despacho del mandamiento calificado. La
anterior anotación: letra (C> está ya caducada al tiempo en que este fue
presentado 'i no es, por tanto, susccp¡ible dc prórroga; cn este sentido
sc ha pron\jo(:'iado rCJte.radamentc este Centro directivo (vid. Rcsolucio~

nes de 19 de abril de 1988 y 11 de julio de 19S9) en consideración a la
claridad· COl) que se produce el articulo 86 de la Ley Hipotecaria y al
carácter radical v automatico de la caducidad como modo de extinción
de asientos nacidos con vida limitada, una vez llegado el dia predetermi­
nado. .

3. Por olta 'parte, tampoco cabe extender una nueva anotación
preventiva. pues al aparecer inscrito el bien a favor de persona distinta
del embargáQo, se opone a dio el principio de tracto sucesivo recogido
en el artículo :Wde la Ley HipoteC:lria. Es cierto que el asiento
prüctkado a favor del titular registral actual nació subordinadü a la
anotadón letra (Ü~, pero tambicn lo es que en el momento en que la
anotación Se extingue, cesa aquella sujeción, se plaOlfica la titularidad
registral afecta. y dcsdcentunccs ya no es posible practicar -asi~nto

alguno que menoscabe o ponga en entredicho la eficacia de aquél si no
es con su consentimiento o por resolución judiéial dictada en procedi­
mknlOentablado directamente contra él (artículos 1, 20, 40 Y 81 de la
l.i:.'y Hipotecaria).

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter­
pIJe5to y confirmar el Auto apelado y la Nota del Registrador.

Lo que con devolución del expediente originnl comunico a V. E. para
su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 9 de septiembre de 1991.-El Director general. Antonio Fau
Pedron.

EXcmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comuni-
d<ld Autónoma de Baleares. -

·RESOLL'CfON de JO de septiembre de /991, de la Direc­
ción Gel/eral de los Registros y del NO/ariado ('JI ('1 recurso
[:ubcrniltil'O inlerpucsto por don Claudia Ramos Rodrigue::.
el1 nombre de (dIAPFRE. Cal/ción V Crédito, SVCledad.
At¡óllima», contra la llegatira del Registrador Mercantil de
Madt¡d a inscribir Uf/a escritura de i.JdapiacióJI de Es/alLltos
sOClalcs.

'En el recurso gubernativo interpuesto por don Claudia Ramos
Rodríguez. en nombre de «MAPFRE. Caución y Crédito, Compania
Internacional de Seguros y Reaseguros. Sociedad Anónima». contra la
negativa del RI.'gislrador Merc:intil de Madrid a inscribir una escritura

. de adapta¡;ión de .Estatutos sociales.

HECHOS

El dia 17 de diciembre de 199t, ante el Notario de Madrid don
Antonio Uribc Sorribl's, la Sociedad «MAPFRE, Caución y Crediw,
Compal1ia IOkfnacíonal de Seguros y Reaseguros. Sociedad Anóníma~),
otorgó, escritura de elevación a publico de los acuerdos sociolcs
adoptados en la Junta universal de accionistas, celebrnda el día 27 de
junio de 1990, sopre los nwvos Estatutos sociales adaptados al texto·
n:fundidode la Ley de Sociedades Anónimas. En los rdendos estatutos
se estabk¡,;c:
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Artículo 1.0 Con la denominación ({MAPFRE, Caución y Crédito.
Companía Internacional de Seguros y Reaseguros. SOciedad A.nónima».
se constituye una Socie<fad que se rige por estos E'itatutos.la Ley de
Sociedades Anónimas. la Ley sobre Ordenadón del Seguro Privado, de
2 de agosto de '1984. y demás disposiciones que le sean aplicables. La
Sociedad tiene plena capacidad jurídica y de obrar; y puede adquirir,
poseer y enajenar por cualquier'título toda c,lase de .l5ieries~ derechos y
valores. así como participar en la constitución de todo tIpO de
Sociedades. sin limitación por razón de su objeto social, cOn el a(ucrdo
en cada~caso del órgano social que corresponda,

Art. 2.° Tiene por objeto social eXCh.lSIVQ lapráclica de las
operaciones de seguro y reaseguro relativas a los ramos de Crédito y
Caución en todas sus modalidades, así como otras actividades comple­
mentnrias. accesorias o relacionadas con aquellas. en Cuanto sean
permitidas por la legisladon de seguros. Etobjeto social podrá desarro­
llarse parcialmente, si aSI lo decidiese el Consejo de Administración,
mediante la titularidad de acciones o participaciones en Sociedades con
objeto social idéntico, o análogo.

Art 15. El Consejo de Administración 'es el órganoeneargádo de
dirigir, administrar y representar a la Sociedad. Tiene plenas facultades
de.representación. administración y disposición y susacfos,'obHgan a la
Sociedad, sin más limitadón que la~atribucionesque: co~~nden de
modo ex.preso a la Junta ~neral deaceionistas. En ~peelal,tíenen

faCUltad para decidir la partIcipación:de<la SOCiedad en la promoción y
constitución de otras Sociedades mercantiles- ,en España o ,en el
extranjero. cualesquiera que sean su objeto social y la participación que
vaya a tener- en ellas la SoCiedad., Dict.ala~normas para 'la actuación de
la Comisión Directiva. fija sus facultades y designa ysepara'libremente
a sus miembros. Puede delegar en sus miembros todas o- alguna de sus
facultades y otorgar poderes en favor de las personas qUe crea oportuno
designar, con las excepciones y limitesprevi-stos en la Ley.

II

Presentada la anterior escritura en el Registro Mercantil de Madrid.
fue calificada con la siguiente nota: Inscrito el precedente documento; en
el Registro Mercantil de Madrid, no, inscribicrse el parrafo «Sin
limitación de su objeto sodal»~ dado el carácter exc!usivodel objeto
social y del articulo 15 el párrafo, «Su objeto social y» por la ,posible
indctt:'rminaeión del objeto, artículo' 117 'R.R.M. porpetieión' expresa de
los otorgantes. Madrid. 26 de noviembre de 1m. El Registrador.
Firmado: Manuel Gon:?ález-Meneses Robles>

1II

Don Claudio Ramos Rodríguez, en representación de «MAPFRE,
Caución y Crédito, Compañía Internacional' de Seguros y Reaseguros­
Sociedad Anónima», iñterpuso recurso de reforma c-ontra la anterior
calificacíón. y alegó:- Que la nota del Registrador no se ajusta a los
términos que exige el articulo 62. numero 3,deJ vigente Reglamento del
Registro Mercantil, y deja al recurrente en la indefensión' de no poder
saber cuál es el fundamento de la decisión del Rcgistradory cuáles son
los argumentos que tiene que combatir, Que el artículo 1.'0 de los
Estatutos recoge una afirmación de carácter general. que.la Sociedad
tiene plena capacidad jurídica y de obrar, y en consecu~ncia con eUo
tiene plena posibilidad de realizar toda clase de actos jurídicos. Esta
cláusula puede ser innecesaria, pero nada irnpide que los socios quieran
incluirla y la hagan constar en sus Estatutos', y para poder negarles el
derecho a hacerlo asi, debería el Reaistradorhaber determinado Que
artículo concreto de nuestra legislación impide utilizada misma oen
que doctrina legal se basa. Que es doctrina casi Unáilimeentre los
autores españoles que en nuestro Derecho rige en materia de personas
juridicas el principIO de capacidad general que ~ basa en Jo disruesto
en el artículo 38 del Código Civil. Que la anterior tesis viene ratificada
por la jurisprudencia del Tribunal Supremo y de la Dirección veneral
de los Registro y del Notariado (sentencias de 5 de noviembre de 1959,
6 Y 14 de abril de 1984, 6 de diciembre de 1985 y Resoluciones de 1 de
julio de 1976 y 2 de octubre de 1981)., Que se considera Que la
calificación del Registrador puede provenir de confundir entreactivida­
des de la Sociedad u'objeto socia) y actos concretos de la misma. Que
tarrl-Pooo-impv.kb .c.aEfi.GacióR ge ü-fQPí!,idad-§e$n:t.!-de- !a.Sg(;~
cL_heduLque...és.ta.tenga un objeto específico de Compañia de Seguros,
pues, como se ha dicho. no cabe confundir dicha capacidad general,con
la limitación a la actividad concreta que. por 'su carácter de sociedad de
seguros tiene la Sociedad. Que. además. la Ley deürdenación del Seguro
Privado, de 2 de a~osto de 1984 y su Reglamento~de 1 de agosto de
1985, no prohíbe ni puede deducirse, una prohibJCión itnplicita de que
las sociedades de seguro participen en laconstitudótl deoIras sociedades
y existen referencias de lo dicho en el contenido de los articulas 24.2 de
la ley Orgánit<fdel Seguro Privado y de lasdispúSi-ciones reglamentarias
números 21. 5, c), 64.2, 70.1: 72 y 73. artículos 43, 44 Y 45 del mismo
Reglamento y la Orden del Ministerio de Hacie:nda ete 30' de julio
de 198 i (<<Boletín Oficial del Estado» número 218. de ,11 de septiembre
de 1981). Que. por tanto. carece de fundamento la tesis ,de que la
prohibición de realizar actividades o responsabilIdades distintas de' las

asc~uradoras impide que una Entidad de seguros participe en otras
socledadcs_ Que los mismos argumentos que se han empleado con
anterioridad son tambi~'n suficu:ntes para solicitar la Inscripción en el
articulo 15 de la fras.e, ((cualquiera que sea su objeto sociab> y en este
punto hay que añadir que-es muy amplia la doctrina de la Dirección
Gencral que permIte conceder a los :-\dministradores facultades que
e.,-ceden del objeto social, así cabe citar las Resoluciones de 4 de abril
de 1980, 'y 6 de septiembre de 1982.

IV

El Registrador dictó acuerdo. manteniendo la calificación en todos
sus extremos, y añadió; Que se considera que se ha cumplido el artículo
62.3 del reglamento del Registro MercaJ;ltil. Que en el tema de fondo del
recurso, la posible lÍmitación de la capacidad por razón del objeto social.
en la escritura calificada se pueden distinguir dos ex.tremos claramente
difcl'cnciados.: a) Capacidad de la Sociedad (artículo 1.0 de los estatu­
tos) y b) Facultades de los Administradores (articulo 15 de los
Estatutos). Que la mayoría de la doctnna acepta el principio de que la
capacidad de las personasjuridieas no se encuentra limitada por el fin
o por el objeto social, y. en la misma línea aperturista se manifiesta tanto
el Tibunal Supremo como la Dirección General de los Registros y del
Notariado. y que tanto uno y otra han llegado a- admitir la ampliación
dc las facultades de Jos Administr<1dores mediante la atribución de
algunas que, por vía de interpretación de las cláusulas del contrato,
puedan afl1~liar la cláusula del objeto social. En est~ punto e~ de destacar
la Rcsoluclon de 16 de marzo'de 1990. Que la refenda capaCIdad general
de la Sociedad~puedevenir deHrnitada por la Ley, tal como sucede en
el Derecho alemán. y ala miSma consideración podemos llegar en
nuestro Oerech-o positivo. cnaquellos tipos de sociedades que. como las
de seguros y reaseguros objeto de este recurso. están sometidas a un
fuerte control administrativo y a una legislación especial como ha puesto
de manifiesto la Resolución de 5de noviembre de 1956. Que a la vista
de la legislación especial de. seguros se considera que pueden ex.istir
restricciones legales a la capacidad gcneral de las sociedades de,seguros
y reaseguros. desde el momento que dichas normas parten de la
exclusión del objeto social, como se pone de manifiesto en los articulos
3.<>; 8.° y 37.1 de la ley de Ordenación del Seguro Privado, de 2 de
agosto de 1984, y 5, 1, e), 18 y 113.1 de su Reglamento. Que conforme
lo establecido en el articulo 2.° de los Estatutos socÜlles (plenamente
respetuoso con los artículos 3. l. e), de la ley citada y 5. 1, c), del
Reglamento y t 1}.4 del Reglamento del Registro Mercaf!til), hay.que
reconocer que los artículos L° y 15 de los Estatutos estan en abierta
rontradil.·dón COH los demás- artículos citados. Que de la ley y
Reglamento de- Ordenación dcl Seguro Privado se deduce que la
ari1pliación de las a-ctividades de-las sociedades de seguro no puede
Q'Ul'dar asolo arbitrio de sus órganos sociales, S100 que está subordinada
a las 'lutorizaciones administrativas correspondientes. Y esto podría
burlarse al aplicar literalmente fa parte de los Estatutos Que se ha
impedido la inscripción. Que no' puede calificarse de acto jurídico
singular lu contenido en los artículos I.0 y 15 de los Estatutos sodales.
Que en cuanto a otras actividades qúe puedan'ser autorizadas por el
Ministerio correspondiente, tendrá que ser de poca importancla.y poco
frecuente; en otro caso, obligaría a cambiar o ampliar el objeto social de
la Entidad. infringiendo el artículo 18 del R~lamento; su autorización
debe ser al~o excepcional porque esas operacIOnes son prohibidas, y si
tiene relaCión con la actividad aseguradora se deben encauzar por el
articulo 3.°, en cuyo caso no se necesita autorinción admmistrativa, y,
por ultimo, para con<:eder la autorización es preciso que no se ponga en
peligro la sulvcncia de la Entidad t\s..;guradora. según el articulo 5.°,
numero 2 del Reglamento. Que en cuanto a la participación en la
constitución de otras sociedades. que puede estar permitida en nuestra
legislación. a fin de desarrollar el mercado de valores hay que apuntar
lo declarado en la Resolución de 21 de mayo de 1986, que no hace ot~a

cosa que .adelantarse al artículo 117.4 del nuevo Reglamento Mercanttl,
y cs.'1 determinación de actividades es también exigencia del artículo 9.b
de la ley de Sociedades Anónimas. Que en cuanto a las facultades
concedidas al Consejo de Administración en el articulo 15 de los
Estatutos- sirven todos los argumentos y razonamíentos hechos en
relación con la capacidad de la sociedad. Que en cuanto a los terceros
de buena fe, hay que tener en cuenta la doctrina de la Primera Directiva
de' Ia-CEE. ~qüe- ihY Inspifaao1á-redaedon1tet-artícuh:r129 de·fA·tey -de
Sociedades Anónimas, la delimitación de la capacidad de la SOCIedad o
de las facultades de los Administradores, no se basan solamente en los
Estatutos. sino en la existencia de disposiciooes legales. y, por tanto, en
virtuddcl articulo 6.1 del Código CiviL que se ha de poner en relación
con el articulo 9.1 de la Directiva. citada.

v,
El recurrente se alzó en contra del antd ior acuerdo, manteniéndose

en sus alegaciones, y anadjó: Que el problema que se pl<llltea en este
r('¡:urso no es un probkma de actividad de la Sociedad, es un pwblema
de aCtos concretoS a realizar que derivan de la capacidad general de 13
Sociedad. y est.a capacidad no aparece limitada ni lo ha sido nunca en
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nuestro Derecho. en el caso de las Sociedades de seguros subordinadas
a las autorizaciones adminislFativas correspondientes. cuando éstas sean
procedentes. Que se considera que el error de la calificación del
Registrador deriva del hecho de entender que. al constituir una
Sociedad. la Entidad que la constituye está realizando las actividades
que la Sociedad constituida lleva a cabo. Esto lleva a una confusión
sobre el concepto de personalidad juridica. Que para defender que en las
Sociedades de seguros no existe la cilada capacidad general. seria preciso
dotar I.!-n.~ disposic.ión le!?l' concreta que se la prohibiera. pero tal
dlsposlClon no eXiste: l. Porque. como se ha dicho, el hecho de
consIilu,i: una Sode~a.d no implica en ningun momento. y por si. la
realizacJOn de la aChvldad de la SOCl-cdad constituida por la SOCIedad
constituyente.2.u Porque, además, colas Sociedades de seguros se da
una circunstancia particular, y es que realizan importantes reservas
imprescindibles para la garantia que lmphca la actividad que dcsarro.
l1an, y hay unas reservas denominadas tccntcas (a las que se refiere el
artículo 24.de la Ley), y otras libres. en Virtud de las cuales la Sociedad
de seguros tiene capacidad para adquirir valores, -y tampoco existe
legislación que impida a· di~has Sociedades d-e seguros adquirir una
panicip<!j:ión mayoritaria en una Socicdad,Que. por último, debe
tenerSe 'I!resente que es posible y frecuente; en -la práctíéa. que. las
Entidades de seguros desarrollen actiVidades que _no precisan autonza­
ción administrativa, mediante Empresas auxiliares -especializadas en
materias objetivamente ajenas aJa actividad aseguradora, pero que
pueden contribuir de forma directa o indirecta al mejor desarrollo de
aQueJla actividad.

fUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistas las Resoluciones de 24 de febrero de 1923, 2 de febrero de
1966. 1 de julio de 1976, 2 de octubre de 1981, 18 de mayo de 1986 v
16 de mano de 1990. . '

l. ConstItuida una SOCIedad anomma .que «T1Cne por objeto soelal
excluslVO la practica de operaCiOnes de segGro)- reaseguro relativas a los
ramos de cré<llto y caUClOn en todas sus modahdades, as! como otras
acti\ Idades complementanas, accesol laS o relaCionadas con aquéllas, en
cuanto -sean permitidas por l~ le~!slacióndescguros», debe decidirse, en
este recurso, sobre la mscnpclon de dctermlOadas cláusulas de sus
estatutos en las que se establece, respectivamente, «que la Sociedad
~uc~e participar en la constitución de todo tipo de Sociedades, sin
ilml~aclon por .razón de su objeto social, con el acuerdo, en cada caso,
del o~~no s~.clal 9UC COI responda» (artícul~ 1), Y ((Que el Consejo de
Ad~l1mstraclOn tiene. facultad ~\ra qecldlr la p<:u'tic!flnci6n de la
SOCiedad en la promoclón y constltución de otras Sociedades mercanti­
les... cualesquiera que sea su objeto sociaL..» {artículo IS}.

2. . S! la Sociedad anónima tiene capaCIdad general para realizar actos
como sUjeto de derecho (I'id. anículos 38 del Código Civil, 116.20- del
Códi~o de Comer.cio. y 129.2,~ de la Ley de SociedadeS- Anónimas).
careCiendo el objeto SOCIal de virtualidad ilmitadora de la misma. debe
reconocerse Que la enunciación detallada en los estatutos de los actos
con~retos que, al amparo de esa capacidad general, puede realizar la
SoCIedad, n:sulta. en todo caso innecesaria y, en algunos, como en el
ahora d~,batr~o. IOconveniente: Señalar. que la Sociedad en tanto Que
persona JurídlCa put."'de dedicar, «de modo indirecto» tcji-. articulo 117.4.°
del Regla!J1ento del Registro Mercantil), todo o parte de su patrimonio
a cualqUier ámblto de actividad lucrativa, cuando. inmediatamente
de,spues s~ define un ámbito más especifico como el objeto propio de la
mIsma, smo puede afirmarse que pone en entredicho esta delimítación
JJ.Ost~rior ~l >o~jeto social, cuando menos. oscurecc y enturbia el
slgmfica~o Jundlco quc lc corresponde. y esta ambigucdad es aun más
patente SI se conect.a. con las facultadcs especificas que luego se confieren
al qrgano de ge.s~iOn. Por ello, tcmendo en cuenta las exigencias de
c1andad y preclslon con que ha de hacerse constar el objeto social (e!/-,
arllculos 9.°, a) y 12.9 deIa Ley de SOl,.'iedades Anónimas, y 117,\ del
Reglafl.1~nto del RegIstro Mercantil). y que, en general. han de guiar la
redJccwn de los Estatutos, en función de su cometido rector de la
estructura y funcionamiento de la Sociedad. "de su eficacia frente a
terceros. que no intervienen en su formación. 'procede contirmar la no
inscripción de la especificación contenida en el articulo l,n de los
Estatutos, Que es objeto de debate.

3.. En cuanto al inciso del articulo 15 de l-os Estatutos que tamhién
es obJ.clO d~ debate. debe partirse de una consi¡kración -esem.:I3L cual es
la ,:xlgencla de una precisa determinación del. objeto social y la
consiguient.c' ~xcl~~lón de aqu~l1as cláusulas estatutari¡¡s que menosca­
ben la delllnJtacJOn. del ámbllo .de. actuacíün que aquél implica. o
enturb!en su espcClfica rclevancl3 Juridica. y así resulta tanto del
mandato kgal contemdo en el articulo 9.°. b) del texto refundido de la
Ley d~ S0C:lcdades Anónimas, como de la trascendencia misma que el
ObJ~lü SOCial revIste. así en la relaCIón interna. de 105 SOCIOS Y la
SUCiedad. como en las que ésta establezca con terceros. y aunque en este
plano externo su alcance quede ostensiblemente reducido a tenor del
nue.\"{~ artículo 129, 2.° del texto refundido de la Ley de Sociedades
A.o0nlO~as, no por. ello queda totalmente climmado (piénsese en la
hlPÓkSIS de actuación ex.tralimitada indubitadamente conocida por el
ter<.:ero). Por otra parte, SI uno de los efectos qUt~ la ley anuda al objeto

social. en armonia con su tinalidad delimitadora del ámbito económico
en el que ha de desenvolverse la Sociedad, es la delinición de la
extensión del poder de representación que corresponde al Organo gestor
(articulo 129.1.° del texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas).
Jos consecuencias resultan ¡nequivocas.' al Por una parte, la no
necesidad de una adicional y coincidente definición estatutaria de ese
poder n:presentatlvo, mediante la enumcrJción pormenorizada de las
facultaJe!i que lo integran (en esle sentido se ha pronunciado ya este
Centro directivo, en Resolución de 16 de maflO de 1990): b) Por otra.
la incertidumbre que se produce cuando en esa enumeración st' incluyen
facultades que, entendidas en términos absolutos, desbordarian c1ara 4

mente el objeto social, pues tanto podria entenderse Que esta atribución
suplementaria revela una ampliación indirecta de aquél. con todas las
consecuencias que ello llevaría consigo (lo mismo respecto de los socios
que rcspecto de los terceros), como que la finalidad perseguida es
exclusivamente la mera autorizJción anticipada para la realización
ocasional de actos ajenos al ámbito de actividad propio de la Sociedad,
lo Que -sin perjuicio de lo dIspuesto en el articulo 129.1 de la Ley de
Sociedades Anónimas- sustentaría su validez y eficacia frente a la
SociedJd, y excluiria la eventual responsabilidad de 10s.Administrado­
res. pero sin cori1prometc-r en modo alguno la delimitación del objeto
prcviamt.'nte efectuada, ni su específica significación juridica como
definidor del vinculo que liga al socio con la Sociedad (vid. articulas 147
y 260.3." del texto refundido de la Ley de Sociedades A.nónimas) y,
consiguícnlcmente, como obstativo del-ernpleo abUSIVO y reiterado de la
facultad suplementaria. Esta indeterminación. en clJro contraste con las
cxi~encias de Una correcta tecnica estatutaria (que imponen la precisa
delimitación del objeto social en la cláusula a tal fin destinada), así como
con las de claridad y fijeza, tJoto en el contenido normativo de los
Estatutos sociales, como en el de los pronunciamientos registralcs (en
aras de la inequiyoca delimitación de la posición juridica que al socio
corrcspoonde en la Sociedad), justifica. por tanto, el rechazo registral a
la atribución de esas facultades adicionales si no se especifica de modo
Illcquiyoco su limitada significación, la que, en todo caso, deberá
respetar los márgenes que a la autonomía de la voluntad se fijan en
materia deSoclcdades.

..l. C¡~rtamentc ha de reconocersc que la suscripción o posterior
adquisición por una Sociedad anónima de acciones o participaciones
soclalcs de una Entidad que tenga un objeto social diferente. no implica
necesariamente, pJra aqudla, una actuación ajena a su objeto social; si
bicn supone la dedicación de parte- del patrimonio de la Entidad a una
actividad distinta de la ddimitadJ en w objeto, diversas ¡;:ircunstancias
(el reducido porcentaje de participación. la relación cuantitativa entre
esta p¡lrticlpación y el totJI patrimoOlo de la SOCiedad participe, las
exigencias de rentJbilización de recursos excedentarios o de recursos que
no pUl'den o no d{'ben ser inmediatamente aplicados a la consecución
de 1m fines -propios de la Entidad) pueden hacer posible su calificación
como actoS complementarios, o auxiliares, pero, en definitiva, encauza­
dos y subordinados a la consecución ultima del objeto social: habrá de
estarse. por tanto. al caso concreto para apreciar si existe o no
ex.tralimitad?" dd objeto social, y aplicar las soluciones juridicas que
resulten pertmemes. Pero. precisamente, por esa ambivalencia de la
facultad cUl'sllOnada, porque esta parti-cipación (inicial o sobrevenida)
de la Sociedad. anónima en Entidades con objeto social diferente, no
supone necesanamente una extralimitación respecto del de la primera,
es por lo que. en armonia con los anteriores considerandos. ha de
rechazarse la inscripción de una atribución abstracta o indlferenciada de
las cuestionadas facultades a los Administradores.

Esta Dirección General ha acoráado desestimar el recurso inter­
puesto. confirmando el acuerdo y lJ nota del Registrador.

Lo que, con devolución del expediente original. comunico a V. S.
para su conoómiento y demás efectos.

Madrid, 10 de septiembre de 1991.-EI Director gt'm:raL Antonio Pau
Pedrón.

Sr. RL'gistrador de i\'ladrid Mercantil l.

RESOU·C/OS de 23 de wpucmhrc de /991, de la Diree­
{"¡Vil Gelleral de los RegIstros r dell\·otariadv. en el red/fSO
gubeJ"ll<Jtlrv inlcrpflesto por doll José Laguna Torres, COIl!ra
111 Ifcgulil'a de! Registrador Je la Prvpicddd mtl1l('fO 10 de
,\ladrld. a luscriblr 1II1a escnwra de e/i.'I'ación (l ptibltt'u de
1111 doclJlJ1l'lIro pnl'ado de nJlllpral'i.'nta, ('11 rirl/ld de ape!a­
,·¡Un dd Sellor Reg¡:,trador.

En el recurso gubernativo ¡nt~rpuesto por don José Laguna Torres
(untra la nl.'gativa dd Registrador de la Propiedad número 10 de
Madrid, a inscribil una escritura de el~vación a público de un docu­
mento privado d" compraventJ, en virtud de apelación del señor
Rl'gistrador.


